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Bogotá, D. C., 07 de abril de 2026 
 
Doctor 
Mauricio Rodríguez Amaya  
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social 
Ciudad 
 

Asunto:  Comentarios al Proyecto de Decreto «Por medio del cual se adiciona la Parte 
9 del Libro 2 del Decreto 1084 de 2015, Decreto Único Reglamentario del 
Sector de Inclusión Social y Reconciliación, se reglamenta el Decreto Ley 4635 
de 2011 en materia de protección de las comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras víctimas del conflicto armado 
interno». 

Respetado doctor Rodríguez: 

De manera atenta, la Asociación Colombiana de Ciudades Capitales (Asocapitales) se permite 
formular algunos comentarios sobre el articulado del Proyecto de Decreto «Por medio del 
cual se adiciona la Parte 9 del Libro 2 del Decreto 1084 de 2015, Decreto Único Reglamentario 
del Sector de Inclusión Social y Reconciliación, se reglamenta el Decreto Ley 4635 de 2011 en 
materia de protección de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras 
víctimas del conflicto armado interno». 

1. RESUMEN EJECUTIVO  

1) El proyecto de decreto reglamenta el Decreto Ley 4635 de 2011, reorganizando 
actores y responsabilidades en la atención, asistencia y reparación integral a 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras víctimas del conflicto 
armado, con participación activa de las entidades territoriales.  

2) Si bien el decreto contempla recursos del nivel nacional, incorpora esquemas de 
concurrencia que pueden implicar participación territorial sin una definición clara de 
fuentes. Así mismo, se identifican riesgos asociados a la redistribución de funciones, 
la articulación con los instrumentos de planeación territorial y la coherencia 
normativa frente al trámite de la ley de competencias territoriales, lo cual puede 
afectar la implementación efectiva del sistema. 

3) Desde Asocapitales recomendamos ajustar el proyecto para delimitar claramente la 
concurrencia entre Nación y entidades territoriales. Por último, se sugiere 
reconsiderar el alcance normativo del artículo 2.9.5.1.1 y del parágrafo 2 del artículo 
2.9.8.1.8. Dado que pueden limitar la autonomía territorial de las ciudades capitales. 
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2. RIESGOS ASOCIADOS A LA ASIGNACIÓN DE COMPETENCIAS Y CARGAS 
TERRITORIALES 

El proyecto de decreto reglamenta el Decreto Ley 4635 de 2011, estableciendo un conjunto 
amplio de disposiciones orientadas a la atención, asistencia y reparación integral de 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras víctimas del conflicto armado. 
En desarrollo de este propósito, el decreto incorpora mecanismos normativos, operativos e 
institucionales que implican la participación activa de múltiples niveles de gobierno, 
incluyendo de manera relevante a las entidades territoriales, y reorganiza actores y 
responsabilidades en el marco del sistema. Estas responsabilidades se evidencian, entre 
otros aspectos, en la formulación de planes de contingencia, la coordinación de atención a 
eventos masivos, la participación en procesos de registro y caracterización de víctimas, y la 
implementación de medidas con enfoque diferencial en múltiples componentes de la política 
pública. No obstante, la forma en que se redistribuyen algunas de estas funciones puede 
generar efectos operativos y financieros que deben ser revisados.  

Si bien el proyecto señala que la financiación contempla recursos del presupuesto nacional, 
simultáneamente incorpora la concurrencia de otras fuentes de financiación de acuerdo con 
las competencias de cada entidad, lo que en la práctica implica la participación de las 
entidades territoriales en la financiación de estas medidas. Esta configuración podría generar 
una presión fiscal adicional sobre las ciudades capitales, en la medida en que la obligaciones 
no están acompañadas de una definición clara de ingresos, montos, ni mecanismos de 
asignación de recursos. La implementación efectiva de las medidas previstas requiere 
capacidades institucionales, talento humano, infraestructura operativa y recursos 
financieros que, en ausencia de financiación explícita, deberán ser asumidos parcial o 
totalmente por los entes territoriales, afectando su sostenibilidad fiscal y su capacidad de 
atender otras prioridades locales. 

Adicionalmente, el decreto introduce disposiciones que inciden directamente en 
competencias propias de las entidades territoriales, particularmente en materia de 
ordenamiento territorial y gestión del suelo. La limitación de la discrecionalidad en la 
definición de instrumentos como los planes de retorno y reubicación puede afectar la 
capacidad de los municipios y distritos para adoptar decisiones acordes con sus realidades 
territoriales y sus instrumentos de planeación. 

De otra parte, se evidencia una falta de articulación con el proceso legislativo en curso 
relacionado con la ley de competencias territoriales. La expedición de un acto administrativo 
que asigna nuevas responsabilidades al nivel territorial, sin considerar este marco estructural 
en construcción, genera riesgos de incoherencia normativa y de desarticulación en la 
distribución de competencias entre la Nación y las entidades territoriales. 

Por lo anterior, desde Asocapitales consideramos que el proyecto de decreto configura 
riesgos estructurales asociados a la sostenibilidad fiscal territorial, la autonomía de las 
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entidades territoriales y la claridad en la asignación de competencias, lo cual puede afectar 
la viabilidad de su implementación y generar tensiones en la gestión pública a nivel local. 

3. OBSERVACIONES RESPECTO DEL ARTICULADO  

Con el propósito de realizar un análisis pormenorizado de las disposiciones contenidas en el 
proyecto de decreto, a continuación, se presentan las observaciones técnicas y jurídicas 
específicas formuladas respecto de algunos artículos: 

Disposición 
normativa 

Comentario 

Artículo 
2.9.5.1.1 

Limita la discrecionalidad en las decisiones de ordenamiento territorial 
y elimina la priorización de los instrumentos de planeación territorial en 
la definición de los planes de retorno y reubicación. Por lo anterior, se 
sugiere respetuosamente suprimir o reconsiderar este artículo. 

Artículo 
2.9.5.1.3 
numeral 2 

Se sugiere eliminar del texto la referencia a “las entidades territoriales”, 
toda vez que las condiciones de seguridad aplican a los procesos de 
retorno y reubicación, y no a situaciones relacionadas con la ocupación 
indebida del espacio público en los municipios. 

Artículo 
2.9.8.1.8 
parágrafo 2 

Los centros regionales constituyen una estrategia de articulación 
interinstitucional del nivel nacional y territorial para la atención integral 
a víctimas. En este sentido, no resulta adecuado que las entidades 
territoriales sean las encargadas de garantizar su operación, adecuación 
y sostenimiento, ya que esto genera un impacto fiscal significativo que 
no cuenta con respaldo financiero definido. Por consiguiente, 
sugerimos respetuosamente reconsiderar el alcance de esta disposición 
y la posible vulneración que genera en la autonomía fiscal de las 
entidades territoriales.  

4. CONCLUSIONES 

El proyecto de decreto reorganiza las responsabilidades dentro del Sistema de Atención y 
Reparación a Víctimas en desarrollo del Decreto Ley 4635 de 2011, pero introduce riesgos 
relevantes en la forma en que se distribuyen y operativizan dichas funciones, 
particularmente en lo relacionado con la concurrencia financiera y la operación de los 
centros regionales. La ausencia de precisión en los mecanismos de financiación, así como las 
posibles tensiones con los instrumentos de ordenamiento territorial y con el proceso en 
curso de definición de la ley de competencias territoriales, pueden afectar la sostenibilidad 
y coherencia de su implementación. En este sentido, resulta necesario ajustar el alcance del 
decreto para garantizar claridad en la asignación de responsabilidades, adecuada 
financiación y armonización con el marco institucional vigente. 

Una vez señalado lo anterior, queremos manifestarles que para Asocapitales es de suma 
importancia participar en el trámite de los proyectos de decreto en los cuales estén 
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involucrados los intereses de nuestros asociados: las ciudades capitales y sus habitantes. Por 
tal razón, quisiéramos agradecerle la oportunidad de compartir nuestras apreciaciones sobre 
este importante proyecto. Estaremos atentos a cualquier inquietud adicional que surja de 
este proceso. 

Cordialmente, 
 
 
 
Andrés Santamaría Garrido 
Director General 
Asocapitales 

Áreas misionales: Dirección Jurídica y Dirección de Estudios Estratégicos y Hacienda Pública. 
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